
Protección al denunciante de
infracciones del derecho
comunitario
El pasado 17 de diciembre de 2019 entró en vigor la Directiva del Parlamento Europeo y del Consejo,
relativa a la protección de las personas que informen sobre infracciones del Derecho de la Unión,
Directiva (UE) 2019/1937, de 23 de octubre de 2019.

Las denuncias y revelaciones públicas sobre infracciones del derecho comunitario permiten detectar,
investigar y enjuiciar de manera efectiva las mismas, mejorando así la transparencia y la rendición de
cuentas. Es por ello que se ha considerado especialmente importante prestar una adecuada y
efectiva protección a los denunciantes (en inglés conocidos como “whistleblowers”) ya que muchos
renuncian a informar por temor a represalias.

Dado que, hasta la fecha, en la Unión Europea (UE) la protección de los denunciantes se encontraba
fragmentada en los diferentes Estado miembros y era desigual en los distintos ámbitos, se decidió
que debían existir y aplicarse unas mínimas normas comunes que se han plasmado en la presente
Directiva.

Infracciones

Se prevé la protección de los denunciantes que informen sobre las infracciones relativas a los
siguientes ámbitos: contratación pública, servicios financieros, prevención del blanqueo de capitales y
financiación del terrorismo, seguridad del transporte, protección ambiental,  seguridad nuclear,
seguridad alimentaria, sanidad animal, salud pública, protección de los consumidores, protección y la
seguridad de los datos y sistemas de información, y las regulaciones tributarias e intereses
financieros de la UE.

Denunciantes

La presente Directiva se aplicará a los denunciantes que trabajen en el sector privado o público y que
hayan conocido la infracción en un contexto laboral, incluyendo si ha sido obtenida en el marco de
una relación laboral ya finalizada o durante un proceso de selección o de negociación precontractual.

Canal de denuncias

Toda empresa del sector público, y las empresas del sector privado con más de 50 empleados, están
obligadas a implementar un procedimiento interno para poder recibir y gestionar las denuncias. Si
bien la Directiva prevé la posibilidad de que, en su transposición, cada Estado miembro decida si
exime de tal obligación a los municipios de menos de 10.000 habitantes o con menos de 50
trabajadores, u otras entidades públicas con menos de 50 trabajadores

La Directiva recoge la obligación de establecer canales de denuncias, tanto internos como externos a
las organizaciones que garanticen la confidencialidad de los denunciantes, debiendo aprobar
procedimientos internos donde se regule el proceso de recepción y tramitación de las denuncias: 

La obligación de enviar un acuse de recibo de la denuncia al denunciante en el plazo máximo de 7
días
Designación de la persona o el órgano que se encargará de tramitar las denuncias
El plazo para dar una respuesta al denunciante, que no podrá ser superior a 3 meses desde el acuse
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de recibo
Información clara y fácilmente accesible sobre los procedimientos de denuncias en los canales
externos existentes

Apoyo y protección 

En todo caso, los Estados miembros adoptarán las medidas de apoyo necesarias para prohibir
cualquier forma de represalia contra los denunciantes, tales como: 

Facilitarles información y asesoramiento independientes, accesibles y gratuitos sobre los
procedimientos y recursos disponibles
Asistencia efectiva por parte de las autoridades competentes ante cualquier autoridad implicada en
su protección frente a represalias
Asistencia jurídica en los procesos penales y en los procesos civiles transfronterizos, así como
asistencia jurídica en otros procesos y asesoramiento jurídico o cualquier otro tipo de asistencia
jurídica
Asistencia financiera y medidas de apoyo a los denunciantes, incluido apoyo psicológico, en el marco
de un proceso judicial 

Y en cuanto a las medidas para su protección, los Estados miembros velarán por que las mismas
gocen de su derecho a la tutela judicial efectiva y a un juez imparcial, así como a la presunción de
inocencia y al derecho de defensa, incluido el derecho a ser oídos y el derecho a acceder a su
expediente.

Transposición
Los Estados miembros tendrán hasta el 17 de diciembre de 2021 para transponer la Directiva. No
obstante, las entidades jurídicas del sector privado que tengan de 50 a 249 trabajadores, no estarán
obligadas a establecer canales de denuncia interna hasta el 17 de diciembre de 2023.


